PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY 

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN GENERAL

Artículo 1: Las actividades de control de acceso y ordenamiento del público en los establecimientos o locales, dentro del territorio de la Provincia de Buenos Aires, que funcionen como confiterías bailables, discotecas, discos, salas de baile, clubes, bares dancing, cabarets, boites y demás locales donde se realicen actividades similares, tanto en lugares cerrados como al aire libre, cualquiera fuere su denominación o actividad principal y la naturaleza o fines de la entidad organizadora, para el, deberán cumplir con lo establecido en esta Ley.

Articulo 2º: Las actividades de control de acceso y ordenamiento del público descriptas en el artículo 1º de la presente serán consideradas “prestaciones de servicios de vigilancia privada” y solo podrán ser desarrolladas por agentes de policía, por particulares debidamente titulados y habilitadas según lo establecido en la presente ley o por empresas de seguridad que cumplimenten lo prescripto por la Ley 12.297 y por la presente. 

                       Las actividades desarrolladas por los prestadores de servicios de vigilancia privada serán consideradas complementarias y subordinadas a las que realiza el Estado provincial y sujetas a las políticas que se fijen con el objeto de resguardar la seguridad pública, conforme a los principios establecidos en la ley general sobre esa materia.
CAPÍTULO II

REQUISITOS DE HABILITACION 

Articulo 3º: Los particulares, para desempeñarse como prestadores de vigilancia privada deberán reunir los siguientes requisitos:

a)
Contar con la edad mínima de veintiún (21) años.

b)
Obtener el título de la especialidad requerido por esta ley.

c)
Aprobar anualmente el examen psicofísico y de aptitud técnica que establezca la autoridad de aplicación o instituto habilitado por el Poder Ejecutivo. La reglamentación determinará los requisitos de la presentación y el monto de los costos y/o aranceles a abonar. 

d)
No estar comprendido en el régimen de inhabilidades e incompatibilidades para el desempeño de servicios de seguridad privada previstos por esta ley.

e)
Cumplir con las exigencias que establezca la presente y su reglamentación. 

f)
La habilitación en otras jurisdicciones no suple las exigencias de la presente Ley.

Articulo 4º: Los prestadores de vigilancia privada sólo podrán prestar servicios cuando:

1) Posean habilitación previa de la autoridad de aplicación o de a quien la misma delegue esta potestad.

2) Estén registrados en el banco de datos que al efecto llevará la autoridad de aplicación.
3) Estén publicados en la página de Internet de la autoridad de aplicación sus datos personales y de habilitación.
CAPÍTULO III

INHABILITACIONES E INCOMPATIBILIDADES

Artículo 5: No podrán desempeñarse como prestadores de servicios de vigilancia privada, las siguientes personas físicas:

1.
Quienes hayan sido excluidos de las fuerzas armadas, de seguridad, policiales, de servicios penitenciario u organismos de inteligencia por delitos o faltas relacionadas con las actividades reguladas por la presente.

2.
Quienes se beneficiaron con las Leyes Nro. 23.492 ó 23.521 e indultados por hechos que constituyan violación a los derechos humanos.

3.
Quienes posean antecedentes por condenas o procesos judiciales en trámite por delitos dolosos, o culposos relacionados con el ejercicio de la función de seguridad.

4.
Quienes hayan sido inhabilitados por infracciones a la presente ley.

5.
Quienes no estén habilitados por la autoridad de aplicación en los términos que establece la presente ley.

CAPÍTULO IV

DEBERES DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA

Artículo 6: Los prestadores de servicios de vigilancia privada tienen el deber de cooperar y asistir a las autoridades policiales u organismos de persecución penal en relación con las personas o bienes cuya vigilancia se encuentre a su cargo.

Artículo 7: En situación de catástrofe o emergencia en los términos de las leyes respectivas, los prestadores de servicios de vigilancia privada se deberán poner a disposición de la autoridad pública. En tal caso actuarán bajo las órdenes y responsabilidad de la autoridad pública. 

Artículo 8: Los prestadores de servicio de vigilancia privada deberán prestar colaboración y asistencia a requerimiento de la fuerza de seguridad pública, siendo éstas las responsables de coordinar tal cooperación, debiendo en todos los casos justificarlo fehacientemente.

Artículo 9: Los prestadores de servicios de vigilancia privada tendrán la obligación de denunciar a la autoridad competente los delitos de acción pública de que tuvieran conocimiento en ocasión de la prestación de sus servicios. Asimismo tendrán la obligación de comunicar fehacientemente, a las comisarías que tengan jurisdicción, con una antelación mínima de 24 horas, todo servicio a cumplir en su ámbito de autoridad, consignando los siguientes datos:

1)
Domicilio exacto donde ha de cumplirse el servicio.

2)
Nombre o razón social del contratante de servicios.

3)
Datos personales de los prestadores que proveerán el servicio de vigilancia privada.

4)
Lapso de duración de servicios contratado.

CAPÍTULO V

ACTIVIDADES PROHIBIDAS

Artículo 10: Los prestadores de servicios de vigilancia privada tendrán prohibido:

1)
Intervenir en conflictos de carácter político, laboral, sindical o religioso.

2)
Realizar requisas a personas o retener documentación personal.

3)
Prestar servicios sin la habilitación de la autoridad de aplicación.

4)
Utilizar armas de cualquier tipo en el desempeño de sus funciones.

CAPÍTULO VI

UTILIZACIÓN DE MEDIOS MATERIALES Y TÉCNICOS

Artículo 11: A los fines del mantenimiento de la seguridad pública, dentro del lugar donde presten sus servicios, los prestadores de servicios de vigilancia privada solamente podrán utilizar los medios materiales y técnicos autorizados y homologados por el Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 12 El Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia prohibirá la prestación de todo servicio de vigilancia privada o la utilización de determinados medios materiales o técnicos cuando éstos pudieran causar daños o perjuicios a terceros o poner en peligro la seguridad pública.

Artículo 13: Los particulares que presten servicios de vigilancia privada, en los términos que establece la presente ley, deberán vestir uniforme con el que se los identifique claramente. Deberán portar en forma visible, durante todo el lapso de tiempo que dure su servicio, una credencial expedida por la autoridad de aplicación donde consten sus datos personales y la habilitación correspondiente, conforme lo determine la reglamentación de la presente Ley. 

CAPÍTULO VII

CAPACITACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL

Artículo 14: Los prestadores de servicios de vigilancia privada, aún quienes hayan revistado en las fuerzas armadas, de seguridad, policiales, en el servicio penitenciario u organismos de inteligencia y no se encontraren comprendidos en lo establecido por el Artículo 5 inc. 1) de la presente; para desempeñar sus actividades, deberán contar con la adecuada capacitación, formación y actualización profesional especializada que establezca la autoridad de aplicación. 

                       El Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, con intervención de los Ministerios de Gobierno, Salud, Justicia y Trabajo, la Secretaría de Derechos Humanos y la Dirección General de Cultura y Educación deberá diseñar y aprobar los planes de estudio, de capacitación y formación profesional especializada que se deberán aprobar como requisito previo para prestar el servicio de vigilancia privada. Los planes de estudio, deberán incluir como mínimo capacitación sobre Derechos Humanos, Legislación Vigente aplicable a la actividad, Prevención y disuasión de disturbios, Primeros Auxilios, Actuación en casos de accidentes, desastres y/o catástrofes. 

            Asimismo determinará el o los centros para el dictado de los cursos de capacitación y formación profesional obligatoria, pudiendo delegar esta función en entidades públicas o privadas con reconocimiento estatal. Las personas que integren o dirijan dichas entidades privadas o dicten los cursos para el personal de la seguridad privada estarán sujetas a las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en el artículo 5 de la presente.

Artículo 15: La autoridad de aplicación tendrá a su cargo la organización de un registro de todas las personas habilitadas para la prestación de los servicios de vigilancia privada en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, en el que estarán inscriptos todos aquellos que cumplan con los recaudos establecidos en la presente ley y su reglamentación; los datos allí volcados deberán ser publicados en la página de Internet del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires donde constarán los datos personales de los inscriptos, la habilitación correspondiente y el lapso de duración de la misma, así como cualquier tipo de sanción que se les haya impuesto. Estos datos  serán de libre acceso al público en general.

CAPÍTULO VIII

OBLIGACIÓN DE LOS USUARIOS

Artículo 16: Cualquier persona física o jurídica que contrate servicios de vigilancia privada estará obligada a exigir al prestador, que acredite fehacientemente encontrarse habilitado por la autoridad de aplicación para desarrollar el servicio. Deberá cumplimentar los recaudos establecidos en el artículo 9 inciso 1 de la presente. La contratación de servicios de seguridad privada con un prestador no habilitado será objeto de sanciones pecuniarias de acuerdo a lo establecido en la presente Ley. 

TÍTULO II

DE LOS PRESTADORES DE SERVICIO DE VIGILANCIA PRIVADA

Artículo 17: Los prestadores de vigilancia privada no podrán utilizar uniformes que puedan inducir a error a terceros en cuanto a que pudieran pertenecer a instituciones de seguridad oficiales nacionales o provinciales o que hagan presumir que cumplan tales funciones. 

Artículo 18: El personal de vigilancia ejercerá sus funciones en el interior de los locales o de las propiedades de cuya vigilancia estuviere encargado en razón de la prestación de servicios contratado.

Artículo 19: Los locales descriptos en el artículo 1º de la presente ley, deberán contar con servicio de vigilancia privada, durante todo el desarrollo de sus actividades. El servicio deberá ser prestado por quienes establece el artículo 2º de la presente ley y de acuerdo a las cantidades establecidas en  la siguiente escala:

a) Cuando la habilitación del local permita la permanencia de hasta 200 (doscientas) personas en su interior deberá contar con 1 (un) prestador de servicio de vigilancia privada.

b) Cuando la habilitación del local permita la permanencia de 201 (doscientas una) o mas personas en su interior, el mismo deberá contar con 1 (un) prestador de servicio de vigilancia privada adicional por cada 200 (doscientas) personas o fracción que exceda lo establecido en el inciso a) del presente artículo.

                      La autoridad de aplicación por sí o a través de quien ejerza su autoridad delegada podrá determinar y/o autorizar casos de excepción en la cantidad del personal de vigilancia privada que requiera un evento o local para desarrollar sus actividades. 

                      El personal que preste el servicio de vigilancia privada no podrá portar armas de cualquier tipo que fuere durante el ejercicio de sus funciones, debiendo actuar conforme a las normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes. Su accionar deberá adecuarse estrictamente al principio de razonabilidad, evitando todo tipo de actuación abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral contra las personas, así como también al principio de gradualidad, privilegiando las tareas y el proceder preventivo y disuasivo antes que el uso de la fuerza.

Artículo 20: La violación de los límites de actuación legalmente establecidos o la prestación de servicios por personas no habilitadas al efecto por la autoridad de aplicación, traerá aparejada para el vigilante privado su inhabilitación definitiva y para la empresa contratante inhabilitación de tres meses a un año y multa pecuniaria según lo establecido en la presente Ley.

TÍTULO III

AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 21: La autoridad de aplicación de la presente Ley será establecida por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, y su accionar se desarrollará a través de la estructura administrativa que el mismo disponga. Para el cumplimiento de sus funciones tendrá las siguientes atribuciones:

a)
Otorgar la habilitación a los particulares para prestar servicios de vigilancia privada, verificando el cumplimiento de las exigencias establecidas en la presente ley.

b)
Aplicar el régimen de fiscalización y las sanciones establecidas en la presente.

c)
Elaborar un banco de datos provincial centralizado donde deberán registrarse la totalidad de los particulares habilitados como prestadores de servicios de vigilancia privada, con las especificaciones que se determinen en la reglamentación; las que como mínimo incluirán lo establecido en el artículo 15 de la presente.

d)
Adoptar las resoluciones necesarias para hacer efectiva la fiscalización respecto de cada prestador de servicios de vigilancia privada, en la forma y por los medios que estime procedente.

f)
Requerir de los prestadores de servicios de vigilancia privada los documentos e informaciones necesarias para verificar el cumplimiento de esta ley y su reglamentación.

g)
Establecer los procedimientos y requisitos que deberán cumplimentar anualmente los prestadores de servicios de vigilancia privada para mantener su habilitación.

h)
Ejercer las demás funciones que esta ley le asigna a la autoridad de aplicación.

La autoridad de aplicación podrá delegar en su totalidad o en parte las potestades de fiscalización que la presente ley le otorgar, en los Estados Municipales.

Artículo 22: Los prestadores de servicios de vigilancia privada abonarán la tasa por habilitación que fije el Poder Ejecutivo Provincial.

TÍTULO IV

RÉGIMEN DE INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 23: El incumplimiento de las normas establecidas en la presente ley por parte de los prestadores podrá configurar infracciones muy graves, graves y leves, y serán sancionables por la autoridad de aplicación conforme lo establecido en la presente ley.

Artículo 24: Se considerarán infracciones muy graves:

a)
La prestación de servicios de vigilancia privada careciendo de la habilitación correspondiente.

b)
La utilización de armas de cualquier tipo y/o de medios materiales o técnicos no autorizados ni homologados o prohibidos por el Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires para el ejercicio de sus funciones.

c)
La negativa a prestar auxilio o colaboración a los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad en el ejercicio de sus funciones, y/o a seguir sus instrucciones en relación con las personas y/o bienes de cuya vigilancia estuvieran encargados, conforme lo dispuesto en la presente ley.

d)
El ocultamiento o la demora en comunicar en tiempo y forma a la autoridad judicial y/o policial que correspondiere todo hecho delictivo y/ o alteración de la seguridad pública de los que tomen conocimiento los prestadores de servicios de vigilancia privada en el ejercicio de sus funciones.

e)
La comisión de una segunda infracción grave en el período de un año.

Artículo 25: Se considerarán infracciones graves:

a)
La realización de funciones y labores y/o la prestación de servicios que excedan o sean de otro tipo respecto de los establecidos en la habilitación obtenida; o fuera del lugar o del ámbito territorial correspondiente.

b)
La realización de funciones y labores y/o la prestación de servicios sin haber comunicado en tiempo y forma a la autoridad de aplicación o a quien ésta delegue su autoridad para tal fin, la celebración del contrato de prestación de servicios de vigilancia privada.

c)
La demora injustificada en la prestación de auxilio o colaboración a los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad en el ejercicio de sus funciones, y/o en el seguimiento de sus instrucciones en relación con las personas y/o bienes de cuya vigilancia estuvieran encargados, conforme lo dispuesto en la presente ley.

d)
La utilización de las medidas reglamentarias y/o de medios materiales y técnicos autorizados y homologados por el Ministerio de Justicia y Seguridad, sin ajustarse a las normas que los regulen o cuyo funcionamiento genere daños o molestias a terceros.

e)
La falta de presentación a la autoridad de aplicación de los informes que le sean requeridos a los prestadores de servicios de vigilancia privada, en la forma y en los plazos establecidos por la presente ley y su reglamentación.

f)
La comisión de una tercera infracción leve en el período de un año.

Artículo 26: Se considerarán infracciones leves el incumplimiento de los trámites, condiciones o formalidades establecidos en la presente ley y su reglamentación, siempre que no constituya infracción muy grave o grave.

Artículo 27: La reglamentación de la presente ley podrá determinar cuadros específicos de infracciones muy graves, graves y leves en que se concreten los tipos establecidos en esta parte.

Artículo 28: Sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que pudieren corresponder, la autoridad de aplicación podrá imponer, por la comisión de las infracciones tipificadas en los artículos 24, 25 y 26 y conforme a lo establecido en las reglamentaciones específicas, las siguientes sanciones:

1)      Por la comisión de infracción muy grave:

a)      La cancelación de la habilitación.

b)    La inhabilitación de los prestadores por el término de veinte años para el desempeño de la actividad regulada por esta ley.

2)      Por la comisión de infracción grave:

a)      La suspensión temporal de la habilitación por un plazo no superior a un año.

b)      Multa pecuniarias de diez (10) hasta sesenta (60) módulos.

3)      Por la comisión de infracción leve:

a)      Apercibimiento administrativo formal.

b)      Multas pecuniarias de tres (3) hasta cuarenta (40) módulos.

Los prestadores de servicios de vigilancia privada que desempeñen la actividad en forma clandestina, serán inhabilitados por el término de veinte años para el desempeño de la actividad regulada en esta ley.

Artículo 29: A los efectos de fijar los montos de las multas a aplicarse en cada caso, establécese el Módulo como medida de valor siendo éste equivalente a un haber mensual nominal sujeto a aportes previsionales que por todo concepto perciba un subsecretario de Estado de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 30: Para la graduación de las sanciones, la autoridad de aplicación tendrá en cuenta la gravedad y trascendencia del hecho, el posible perjuicio para el interés público, la situación de riesgo creada o mantenida para personas o bienes, y el volumen anual de actividad del prestador de servicios de vigilancia privada contra quien se dicte la resolución sancionatoria o la capacidad económica del infractor.

            Cuando por la comisión de las infracciones se hubieren generado beneficios económicos para sus autores, las multas podrán incrementarse excediendo los límites previstos por la presente.

Artículo 31: La imposición de sanciones a las infracciones previstas en esta parte se agravarán de la siguiente forma:

a)      Multa de tres (3) hasta cincuenta (50) módulos juntamente con el tercer apercibimiento impuesto dentro del término de tres años consecutivos.

b)      Suspensión de la habilitación de quince (15) días a tres (3) meses y multa de cinco (5) hasta setenta (70) módulos, juntamente con el segundo apercibimiento impuesto dentro del término de dos años consecutivos.

c)    Cancelación de la habilitación y multa de diez (10) hasta cien (100) módulos cuando se impusieran dos suspensiones dentro del término de dos años consecutivos.

Artículo 32: La autoridad de aplicación procederá a imponer, sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, la suspensión inmediata y la ulterior cancelación de la habilitación cuando sobrevengan causas o motivos que hubieran obstado otorgar la habilitación respectiva, en los términos previstos en la presente ley.

Artículo 33: Las sumas obtenidas por las tasas de habilitación y por las multas aplicadas por ejercicio de la presente Ley integrarán los fondos de la cuenta especial "Unidad Ejecutora de Reequipamiento de la Seguridad Pública" creada por Ley 12.135.

Artículo 34: En caso de verificarse la prestación de actividades en infracción a lo dispuesto en la presente Ley por personas físicas no habilitadas, la autoridad de aplicación dispondrá el cese de servicios. Asimismo serán de aplicación el artículo 24 inc. a) y concordantes de la presente Ley. 

TÍTULO V

PRESCRIPCIÓN DE LAS INFRACCIONES

Artículo 35: Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro (4) años; las graves a los dos (2) años; y las leves, a los doce (12) meses. El plazo de prescripción se contará desde la fecha en que la infracción hubiere sido cometida. En las infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de la finalización de la actividad o la del último acto en que la infracción se consume. 

Artículo 36: Las sanciones previstas por infracciones a las disposiciones de la presente ley prescribirán a los tres años. El plazo de prescripción se comenzará a contar desde la fecha en que la respectiva resolución quedó firme y fuera informado fehacientemente de la misma el sancionado.

            La prescripción de la acción y/o de la pena se interrumpirá por la comisión de otra infracción o por las actuaciones que se labren en tal sentido.

TÍTULO VI

PROCEDIMIENTO DE APLICACIÓN Y EJECUCION DE SANCIONES

Artículo 37: Las sanciones se aplicarán previa sustanciación de un sumario, con vista y audiencia del interesado.

Artículo 38: En el caso de las infracciones cometidas por personas físicas habilitadas para la prestación de los servicios de vigilancia privada, la autoridad sancionadora podrá suspender la sustanciación del sumario o el dictado de la sanción, a pedido del supuesto infractor, si éste acepta voluntariamente someterse a un programa de reentrenamiento a fijar en cada caso en concreto y la infracción constituya una violación a normas de comportamiento o aptitud para la prestación de servicios.

            Esta suspensión no podrá ser otorgada si como consecuencia de la infracción se iniciara la investigación de un presunto delito.

            En caso de incumplimiento del presunto infractor a las condiciones del programa que se le fije, se revocará la medida y se continuará con el sumario.

            La prescripción de la infracción se suspenderá durante todo el tiempo en que el supuesto infractor realice el programa respectivo.

            La autoridad de aplicación podrá permitir que el supuesto infractor continúe prestando los servicios.

Artículo 39: La autoridad de aplicación deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar la adecuada instrucción del procedimiento, así como para evitar la continuación de la infracción y asegurar el pago de la sanción.

            Dichas medidas, que deberán ser congruentes con la naturaleza de la presunta infracción y proporcionadas a la gravedad de la misma, podrán consistir en:

a)
Clausura de las oficinas y de cualquier otro lugar que utilice el prestador de servicios de vigilancia privada para el ejercicio, oferta y/o promoción de sus actividades.

b)
El precintado de materiales o equipos así como de los instrumentos y efectos de la infracción.

c)
El secuestro de documentación vinculada con la infracción.

d)
La suspensión temporaria de la habilitación y de la matrícula del prestador de vigilancia privada.

La autoridad de aplicación podrá solicitar directamente a las fuerzas de seguridad pública el auxilio necesario para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos a), b) y c) de este artículo.

Artículo 40: En las acciones de prevención y constatación de infracciones, así como para lograr el cumplimiento de las medidas de secuestro y otras que pudieran corresponder, la autoridad de aplicación estará facultada para requerir al juez competente el auxilio de la fuerza pública con jurisdicción en el lugar del hecho, como así también a solicitarle las órdenes de allanamiento y secuestro.

Artículo 41: Las sanciones impuestas serán ejecutivas desde que la resolución quede firme.

                      Cuando la sanción sea de naturaleza pecuniaria la autoridad de aplicación fijará un plazo para su cumplimiento, sin que éste pueda ser inferior a quince (15) ni superior a treinta (30) días hábiles.

Artículo 42: Si las sanciones de multa que se impusieren no fueren satisfechas en el plazo fijado en la resolución se seguirá el procedimiento de apremio, constituyendo título suficiente el certificado de deuda que expida la autoridad de aplicación, cuyos requisitos se fijarán por vía reglamentaria. 

Artículo 43: Cuando el sumario administrativo tuviera lugar por la comisión de una infracción que a su vez sea constitutiva de delito, aquél deberá tramitar sin perjuicio de las actuaciones penales que se instruyan al efecto. La sanción administrativa que corresponda se aplicará y ejecutará aún cuando las actuaciones penales no hayan concluido.

Artículo 44: Las resoluciones que impongan suspensiones o cancelaciones de las habilitaciones se publicarán en la página de Internet del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires y además, por los medios suficientes que la autoridad de aplicación determine.

Artículo 45: Los actos y resoluciones administrativas les serán notificados a los prestadores de servicios de vigilancia privada fehacientemente en los domicilios que hubieren constituido.

Artículo 46: Las infracciones a la presente ley se harán constar en actas de inspección que se labrarán al efecto.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 47: Los prestadores de servicios de vigilancia privada deberán encuadrarse en el régimen previsto por esta ley en el plazo de seis (6) meses contado a partir de su entrada en vigencia. Dentro de dicho plazo la autoridad de aplicación establecerá un mecanismo provisorio de habilitación. En cuanto a los requisitos exigidos para obtener el título requerido para el ejercicio de los servicios de vigilancia privada, la autoridad de aplicación determinará el sistema adecuado para que se cumpla con tal obligación.

Artículo 48: Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 47 de la presente Ley, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los prestadores que se encuentren comprendidos en las inhabilidades e incompatibilidades previstas en el artículo 5 de la presente, deberán cesar sus actividades en el plazo perentorio de sesenta (60) días, bajo apercibimiento de las sanciones previstas en esta ley.

Artículo 49: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

VISTO:



Que la actividad desarrollada por los comúnmente llamados “patovicas” no se encuentra específicamente normada en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires.



Que esta actividad afecta en especial a la seguridad de los adolescentes y los jóvenes que son los usuarios habituales de los locales de esparcimiento bailable como pueden ser las confiterías bailables, discotecas, discos y demás locales donde se realicen actividades similares.



Que si bien el ejercicio del poder de policía es una facultad indelegable del Poder Ejecutivo Provincial, las actividades de control de acceso y ordenamiento del público en los locales descriptos puede ser desempeñada y de hecho lo es por personas ajenas a las instituciones policiales y que además carecen, en su gran mayoría, de instrucción, capacitación y formación adecuadas y acordes a la tarea que desempeñan.



Que son numerosos los casos de abuso de la fuerza por parte de los “patovicas” en perjuicio de los concurrentes a los locales, inclusive ocasionando victimas fatales.



Que el Estado Provincial tiene el deber normatizar y reglamentar la actividad a los fines de su óptimo ejercicio y del control y fiscalización que necesariamente de tener la misma.



Que para ejercer esta actividad responsablemente se debe contar con una adecuada capacitación y formación que, como mínimo, prepare para:

1. Actuar eficazmente en caso de accidentes, desastres y/o catástrofes.

2. Brindar primeros auxilios.

3. Prevenir y disuadir disturbios y/o desmanes.

Que además, se deberá contar con instrucción sobre Derechos Humanos y Legislación vigente para que el desarrollo de esta actividad no derive en actitudes racistas y/o discriminatorias que pudieran generar hechos de violencia.



Que de ningún modo puede aceptarse el uso de armas en el ejercicio de esta labor y que en todo momento se debe privilegiar la prevención, negociación y disuasión por sobre el uso de la fuerza a los fines de lograr el ordenamiento del público y el normal desarrollo de las actividades de los locales de esparcimiento. 



Que este tipo de trabajos, por uso y costumbre, es desarrollado por personas físicas en forma particular sin pertenecer a empresa u organismo alguno.



Que los locales descriptos en el primer párrafo deberían contar obligatoriamente con los servicios de personas debidamente capacitadas y formadas a los fines de controlar el acceso y ordenamiento interno durante el ejercicio de sus actividades comerciales.

Por lo expuesto solicito el acompañamiento de los Señores Legisladores al presente proyecto de Ley. 
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